
 
  

INICIATIVA QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 3 DE LA LEY GENERAL DE TURISMO, A CARGO 

DE LA DIPUTADA DULCE MARÍA MÉNDEZ DE LA LUZ DAUZÓN, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

La suscrita, Dulce María Méndez de la Luz Dauzón, diputada integrante del Grupo Parlamentario de 

Movimiento Ciudadano en la LXIV Legislatura, en ejercicio de la facultad que confieren los artículos 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I; 76; 77 y 78 

del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía, la iniciativa con proyecto 

de decreto por el que se adiciona una fracción XIX Bis al artículo 3 de la Ley General de Turismo, conforme al 

siguiente 

Planteamiento del problema 

De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) en el 2014, el 6.4 por ciento de 

la población del país es decir 7.65 millones de personas reportaron tener al menos una discapacidad, que 

representa en su mayoría a personas adultas mayores de 60 años o más, es decir, 52.1 por ciento del total, 

equivalente a 3.98 millones de personas.
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La Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, define a la Discapacidad como la 

consecuencia de una deficiencia o limitación en una persona, que al interactuar con las barreras que le impone 

el entorno social, pueda impedir su inclusión plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con los 

demás, la discapacidad puede ser física, mental, intelectual o sensorial. Sea permanente o temporal, forma parte 

de la condición humana, con la probabilidad de que cualquier persona pueda caer en ella en algún momento de 

su vida, sobre todo conforme aumenta la edad. 

De ahí la importancia de seguir fortaleciendo acciones afirmativas que garanticen la eliminación de la 

desigualdad en todos los ámbitos (educación, trabajo, salud, deporte, cultura y recreación) Es necesario que la 

accesibilidad y no discriminación sean los principios básicos de todas las acciones Estatales, para que todas la 

personas tengan un pleno desarrollo y su inserción en la vida social y económica, lamentablemente las 

estadísticas y la realidad muestran que la brecha en la garantía de los derechos de las personas con discapacidad 

aún es amplia, reflejada en insuficiente desarrollo económico, bajo desarrollo humano para una vida 

independiente, es decir en la generalidad, la personas con discapacidad continúan enfrentándose a barreras 

físicas, sociales y económicas, que las excluye de participar como miembros iguales en la sociedad mexicana. 

En la encuesta antes mencionada, la discapacidad motriz es el principal tipo de limitación reportada, la cual 

abarcó 2.6 millones de personas, esto es 37.32 por ciento de las personas con discapacidad. Además, padecer 

una enfermedad fue la principal causa de las discapacidades, que alcanzó un promedio de 38.5 por ciento del 

total. 

El Inegi, también confirmó que esta condición tiene como consecuencia la exclusión social definida como la 

carencia o insuficiencia de oportunidades para acceder a los servicios básicos necesarios para el desarrollo 

humano, social y económico de personas y grupos, como son educación, salud, empleo, cultura, vivienda, 

seguridad y recreación. 

Argumentación 

Derivado de la reforma constitucional en materia de derechos humanos del año 2011 y de la evolución 

constante de dichas prerrogativas, en nuestro país quedo claramente establecido desde el artículo primero de la 

Carta Magna, que: 



 
  

“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta 

Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las 

garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 

condiciones que esta Constitución establece”. 

Así también: 

“Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 

discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 

sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 

menoscabar los derechos y libertades de las personas”. 

Atento a ello, el Poder Legislativo inicio un proceso de armonización que atiende y garantiza dicho mandato de 

manera transversal, respecto a los derechos humanos de las personas con discapacidad, en este sentido y 

atendiendo su firma y ratificación al Protocolo Facultativo y la Convención de los Derechos de las Personas 

con Discapacidad .
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 Desde el congreso se han propuesto y aprobado una serie de reformas que adoptan los 

compromisos en materia de salud, educación, trabajo, deporte y recreación entre otros derechos que protegen el 

goce pleno y en condiciones de igualdad y libertad, la dignidad de todas las personas con discapacidad. 

Dentro del principio de interdependencia de los Derechos Humanos, el esparcimiento se refiere a un derecho de 

carácter social que deben garantizar los Estados democráticos como un elemento necesario para para satisfacer 

el desarrollo humano e incrementar el bienestar social. 

Este derecho, también reconocido en la Declaración Universal de Derechos Humanos , adoptada y 

proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, ahora ubicado como 

una prerrogativa de tercera generación cobra mayor relevancia en la medida en que se busca de manera integral 

el bienestar de la sociedad. Así lo expresa la Doctora Cecilia Mora Donatto en su investigación “Derecho al 

Esparcimiento”:
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“Calidad de vida y esparcimiento en los habitantes de un Estado democrático son parámetros que pueden 

servir para medir el grado de evolución o involución del mismo. Como sostiene Macpherson: la democracia 

tiene como fin último “proveer las condiciones para el pleno y libre desarrollo de las capacidades humanas 

esenciales de todos los miembros de la sociedad”. 

“Consideramos que para conseguir un estado de bienestar físico, mental y social en todos y cada uno de los 

miembros de una sociedad, el gobierno debe ser capaz de identificar y satisfacer las diversas necesidades de 

esparcimiento y esforzarse por llevar a cabo una especificación del mismo. Es decir, vincular el derecho al 

esparcimiento a sus titulares, o sea, a las personas concretas (niños, jóvenes, personas con discapacidad, 

etcétera) haciendo frente de esta manera a problemas derivados de sus propias condiciones. El esparcimiento, 

desde la óptica gubernamental, debe verse como un recurso para aumentar la calidad de vida”. 

De acuerdo con la Doctora Mora Donatto en el concepto de esparcimiento se desarrollan tres funciones de la 

vida de un individuo, como son: el descanso físico y psicológico regenerador para la persona, necesario para 

recuperarse de la fatiga provocada por el tiempo de trabajo o por sus obligaciones, la diversión compensatoria 

de las rutinas, la monotonía de lo diario, así como una actitud liberadora y lúdica para la creación de ideas, 

ejercicio de la creatividad, de la capacidad de innovación. Por tanto, menciona se suelen confundirse todos los 

términos antes referidos como sinónimos. 



 
  

Como otros derechos, el derecho al esparcimiento se ve limitado a las personas con discapacidad, debido a la 

falta de ajustes para la accesibilidad y libre desarrollo, tal y como pasa en muchas ocasiones en su integración 

en las sociedades urbanas y rurales, los servicios, lugares y trasportes turísticos no son la excepción. 

Por su parte, la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad, refiere en su artículo 30, 

respecto a la participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte, que: 

“1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a participar, en igualdad de 

condiciones con las demás, en la vida cultural y adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar que las 

personas con discapacidad: 

c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan representaciones o servicios culturales tales como teatros, 

museos, cines, bibliotecas y servicios turísticos y, en la medida de lo posible, tengan acceso a monumentos y 

lugares de importancia cultural nacional.” 

En cumplimento a nuestra Constitución y a la convencionalidad de la que somos sujetos es obligación Estatal 

garantizar el acceso de las personas con discapacidad a los servicios turísticos públicos y promoverlos en los 

privados, por ello, la presente reforma propone definir y precisar en la Ley General de Turismo , los alcances 

del Turismo Accesible como aquel que atiende las medidas pertinentes y los ajustes razonables para asegurar el 

acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el 

transporte, la información y los servicios necesarios para el uso y disfrute de las actividades de esparcimiento. 

Si bien, actualmente la Ley General cuenta con mandatos para el Turismos Accesible desde su propio objeto, e 

incluso con un capítulo que mandata en concurrencia acciones para garantizar la accesibilidad, se requiere que 

dicho concepto se enmarque y clarifique, para que las políticas públicas en esta materia, se fortalezcan en el 

cumplimiento su objetivo. 

La Ley General de Turismo, incluye dentro su objeto el facilitar a las personas con discapacidad las 

oportunidades necesarias para el uso y disfrute de las instalaciones destinadas a la actividad turística, así como 

su participación dentro de los programas de turismo accesible. 

Efectivamente las instalaciones son parte de los espacios contemplados por el turismo accesible, pero se 

requiere subrayar, que este también incluye al entorno físico, el transporte, la información y todos los servicios 

necesarios para el uso y disfrute de las actividades de esparcimiento en el espacio público y privado, tal y como 

ya se contempla en la propia Ley en ámbito público mandata a la Secretaria y a los tres órdenes de gobierno y 

en el privado a los prestadores de servicios turísticos. 

Por ello también, la importancia de esta armonización que se realiza con base en la Ley General para la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad, que establece en su catálogo de conceptos que Accesibilidad y 

Ajustes Razonables se entienden por: 

I. Accesibilidad. Las medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en 

igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, 

incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e 

instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales; 

II. Ajustes razonables. Se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no 

impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar 

a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los 

derechos humanos y libertades fundamentales; 



 
  

Ante la necesidad jurídica de encuadrar los conceptos que atiende esta legislación, se propone la presente 

reforma para fortalecer la inclusión y la no discriminación de las personas con discapacidad de manera 

enunciativa, y no limitativa. 

La accesibilidad universal es una cualidad imprescindible que deben tener los entornos, productos y servicios 

turísticos para que puedan ser utilizados de forma autónoma, segura y normalizada por cualquier persona con 

independencia de que tenga alguna limitación y promover su integración e inclusión en la sociedad, estas 

acciones fortalecen la eliminación de las barreras sociales y culturales. 

El turismo es un fenómeno económico y social que durante décadas ha experimentado una continua evolución y 

crecimiento, hasta convertirse en uno de los sectores más importantes para el desarrollo y progreso 

socioeconómico de las naciones. 

De acuerdo con la Organización Mundial del Turismo (OMT)
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 actualmente, la actividad turística se equipara 

o incluso supera al de las exportaciones de productos. El turismo se ha convertido en uno de los principales 

actores del comercio nacional e internacional, y representa al mismo tiempo una de las principales fuentes de 

ingresos de diversos países en desarrollo. Este crecimiento va de la mano del aumento de la diversificación y de 

la competencia entre los destinos. 

Sin embargo y en atención a los requerimientos internacionales de derechos humanos, es necesario que esta 

actividad también ajuste sus objetivos, principios y estrategias a un turismo accesible, si bien es primordial 

eliminar las barreras físicas, sensoriales o de la comunicación, el turismo accesible debe tener la finalidad de 

lograr que los entornos, productos y servicios turísticos en general puedan ser disfrutados en igualdad de 

condiciones por cualquier persona con o sin discapacidad. Es decir, la accesibilidad genera beneficios generales. 

El Turismo Accesible existe cuando se ha incorporado a toda la cadena de valor, no se trata únicamente de tener 

un hotel o una atracción turística accesible, sino que debe tenerse en cuenta la experiencia del viaje en su 

conjunto: su planificación, la información turística, los transportes públicos o privados, el alojamiento, las 

actividades turísticas y de ocio, los restaurantes, etcétera. En México y el mundo, cada vez son más los sitios 

que cuentan con estas características, sin embargo, aún falta mucho para lograr una verdadera inclusión. 

En Movimiento Ciudadano reconocemos la necesidad de seguir incorporando mandatos en nuestra legislación 

que dejen claro los medios para garantizar el derecho humano a la accesibilidad y el esparcimiento, atendiendo 

disposiciones internacionales y la Ley para la Inclusión de las Personas con Discapacidad. Por lo anteriormente 

expuesto, someto a consideración de esta Soberanía la presente iniciativa con proyecto de: 

Decreto 

Artículo Único. Se adiciona una fracción XIX Bis al artículo 3 de la Ley General de Turismo, para quedar 

como sigue: 

Ley General de Turismo 

I. a XIX. [...] 

XIX Bis. Turismo Accesible: Aquel que atiende los ajustes razonables para asegurar el acceso de las 

personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la 

información y los servicios necesarios para el uso y disfrute de las actividades de esparcimiento en el espacio 

público y privado. 



 
  

XX. a XXI. [...] 

Transitorio 

Único . El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Notas 

i Véase  

https://www.gob.mx/publicaciones/articulos/diagnostico-sobre-la-situacion-de-las-personas-con-discapacidad-

en-mexico?idiom=es  

ii http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D39TER.pdf  

iii Mora Donatto, Cecilia “Derecho al Esparcimiento”, Acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de 

Investigaciones Jurídicas de la UNAM. pp 16 

Véase https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/6/2975/18.pdf  

iv Véase http://www2.unwto.org/ 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 

Unión, a los 22 días del mes de abril de 2019. 

Diputada Dulce María Méndez de la Luz Dauzón (rúbrica) 
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